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Pero es que tampoco para el curso 2017-2018, se había dotado al centro con nada de lo que era necesario, habiendo 
concluido este último curso prácticamente en las mismas condiciones en el que se implantó.

Son estas circunstancias las que nos han obligado a que, concluido el año 2018, hayamos formulado a la Dirección 
General de Formación Profesional Inicial y Educación Permanente dos Recomendaciones. La primera, para que 
en el menor espacio de tiempo posible, y de acuerdo con la dirección del centro docente y el departamento 
de imagen y sonido, se concreten las necesidades y/o disponibilidad de espacios y equipamientos para la 
adecuada impartición del ciclo formativo de grado medio vídeo dj y sonido. Y la segunda, para que, una 
vez concretadas aquellas, se proceda a determinar la dotación presupuestaria necesaria y se establezca un 
calendario concreto de ejecución de las intervenciones que se determinen y para la adquisición de los equipos 
y materiales necesarios.

En el momento en el que redactamos el presente informe, aún estamos a la espera de la debida respuesta 
(queja 17/1989).

1.4.3 Análisis de las quejas admitidas a trámite: Enseñanza Universitaria
Así, entre los asuntos tratados debemos reseñar las diversas quejas recibidas en relación con las dificultades para 

el acceso al Máster de Profesorado de Educación Secundaria (MAES) como consecuencia de la insuficiencia 
de las plazas ofertadas para atender la elevada demanda que genera esta especialidad formativa y por la existencia 
de unos criterios de preferencia en el acceso que conforman un listón de difícil o imposible superación para algunas 
personas, generando en las mismas importantes dosis de frustración. Tal ha sido el caso de la queja 18/3560, 
queja 18/5063, queja 18/5204, queja 18/5467, queja 18/5500, queja 18/5627 y queja 18/6248.

También merece ser destacada la cuestión analizada en la queja 18/1756, por cuanto plantea los problemas 
para conciliar el trabajo con los estudios universitarios. En este caso el problema se suscitaba en la Universidad 
de Cádiz y afectaba a una alumna de magisterio que estaba trabajando en una guardería y no encontraba la forma de 
compatibilizar su horario laboral con el horario lectivo, de forma que pudiese dar cumplimiento al requisito exigido 
normativamente de un mínimo de asistencia presencial para poder superar las asignaturas.

No podemos dejar de reseñar aquí el caso analizado en la queja 17/2810 por cuanto ha supuesto, a juicio de esta 
Institución, la denegación injustificada por parte de la Universidad de Córdoba del derecho de una persona 
a beneficiarse de una bonificación a la que legalmente tenía derecho por estar expresamente establecida en 
la normativa reguladora del precio público por los servicios universitarios.

La denegación del derecho se producía al no aceptar la Universidad de Córdoba la equivalencia entre la acreditación 
de un grado de discapacidad igual o superior al 33% y tener reconocida la situación de incapacidad permanente, pese 
a estar dicha equivalencia debidamente reconocida en diversos textos legales y haberse incorporado a numerosas 
normas reglamentarias. La postura de la Universidad de Córdoba en este asunto se mantuvo inamovible pese a 
la Resolución dictada por esta Institución y pese a los diversos escritos enviados posteriormente a la misma 
instándole a modificar su erróneo posicionamiento.

Debemos, de igual modo, dejar constancia de la sorpresa que nos produjo la postura defendida por la Universidad 
de Granada en el caso planteado en la queja 18/2636, por cuanto no parece muy acorde con los difíciles 
tiempos que corren en el ámbito laboral el sostener que es una opción viable para un empleado el aceptar 
o rechazar un cambio de destino ordenado por la empresa.

La queja viene planteada por la negativa de la Universidad a devolver el importe de la matrícula a una persona 
que se había visto obligada a cambiar de residencia a otra provincia al recibir, al poco de iniciarse el curso, una 
comunicación de traslado laboral ordenado por la empresa en la que prestaba sus servicios. La Universidad aducía 
que no quedaba acreditada la causa de fuerza mayor estipulada en su normativa para acceder a la devolución de 
la matrícula, por entender que el interesado, aunque no pudo prever su cambio de destino si “hubiera podido 
resistirse a él, y voluntariamente optar o por trabajar o por estudiar o hacer ambas cosas”.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-universidad-de-cordoba-estudiara-el-acceso-al-maes-desde-el-grado-de-magisterio-bilingue-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-a-la-universidad-de-cordoba-que-permita-acreditar-la-condicion-de-pensionista-por
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Totalmente disconformes con esta “singular” interpretación hemos formulado a la Universidad de Granada una 
Resolución que esperamos acepte.

1.6. Infancia, adolescencia y juventud

1.6.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.6.2.1 Menores en situación de riesgo

1.6.2.1.4 Pobreza infantil

Un número importante de quejas vienen referidas a menores que se encuentran en riesgo social por residir 
en barriadas marginales, infradotadas de recursos sociales, o en asentamientos chabolistas cuyas viviendas 
no reúnen los requisitos mínimos de habitabilidad, con escasa salubridad e higiene, hacinamiento, sin calefacción o 
aire acondicionado, circunstancias éstas que por lo general van unidas al desempleo de los progenitores, o a empleos 
precarios con los que no alcanzan a cubrir las necesidades familiares, lo cual incide en una mala alimentación, 
hábitos de vida poco saludables, y dificultoso acceso a la cultura.

...

1.6.2.3. Declaración de desamparo. Tutela y Guarda Administrativa

1.6.2.3.2 Deficiencias en los medidos materiales y personales con que cuenta el Ente Público

Un colectivo de profesionales públicos que desempeñan sus funciones en el Ente Público de Protección de Menores 
en Córdoba, nos denunció determinadas carencias materiales y personales en los servicios administrativos 
implicados, recalcando que con los medios personales de que dispone el Ente Público se producen las 
siguientes irregularidades en su actuación: se adoptan decisiones trascendentes que afectan a menores sin 
cumplir con el principio de interdisciplinariedad; demoras en la tramitación de los procedimiento de desamparo; 
demora en la adopción de medidas estable para los menores; traslado de los niños de centro o acogidos por familias 
sin resolución administrativa alguna; falta de remuneración económica a las familias que tienen derecho; y casos 
de resoluciones administrativas que se elaboran hasta dos meses después de su aprobación o actos administrativos 
realizados sin seguir el procedimiento administrativo.

Los citados profesionales señalan que gran parte de esos problemas obedecen a la falta de efectivos de personal, 
especialmente de personal técnico con capacidad de resolución, y por ello consideran perentorio que se cubran en 
su totalidad las plazas actualmente existentes en la Relación de Puestos de Trabajo (RPT), así como, en la tramitación 
paralela de una modificación de dicha RPT para adaptarla a las necesidades reales -contrastadas y consolidadas en 
el tiempo- del Ente Público en esa provincia.

Sobre este particular, la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Córdoba nos anunció los 
trámites iniciados para cubrir de forma provisional determinados puestos que suplan las vacantes generadas en 
el concurso de traslado y también que se había solicitado una informe que permita valorar el número de puestos 
de estructura que en la actualidad se encuentran en la Relación de Puestos de Trabajo y la actual carga de trabajo 
existente en el mencionado servicios. 

Dichas medidas quedaron concretadas en la cobertura, bien fuera mediante procedimiento provisional o definitivo, 
de los citados puestos de trabajo vacantes; y en lo relativo a una posible modificación de la RPT, fuimos informados 
del inicio de un expediente por parte de la Inspección General de Servicios para acreditar sí, efectivamente, la 
dotación de plazas resulta adecuada o no a las competencias asignadas al Ente Público en la provincia y, en su caso, 
para acometer su revisión (queja 17/6160). 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-anular-la-matricula-por-traslado-pedimos-a-la-universidad-de-granada-que-revise-su-resolucion
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